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PERTENENCIA / NO SE PROBO LA INTERVERSIÓN DEL TÍTULO DE TENEDORA A POSEEDORA / NIEGA / CONFIRMA / “En el caso bajo estudio, considera la Sala, está demostrado que la señora Alid Miryam mutó su calidad de tenedora precaria en la de poseedora material, pues en los últimos años se ha encargado de cancelar el impuesto predial; a nadie rinde cuentas del manejo que da al bien; la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani no lo administra por cuenta de Luis Eduardo Echeverry Arias, quien la autorizó ingresar al inmueble y aquella entregó la administración a Emperatriz Canizales de Alvarado, madre y abuela de las demandadas, en noviembre de 2005, quien jamás se ha entendido con el inmueble en cuestión, del que nada sabe. Es decir, desaparecieron las circunstancias que, a juicio de la Sala, permitieron inferir que la actora reconocía dominio ajeno para la fecha en que ingresó al inmueble, el 1º de diciembre de 2001.

Teniendo en cuenta el análisis probatorio que hasta ahora se ha hecho, la posesión alegada por la actora no puede contarse desde cuando ingresó al inmueble, en diciembre de 2001, porque como ya se expresara, lo hizo como mera tenedora y así actuaba todavía en el año 2005, porque en marzo de ese año el predio continuaba en las mismas condiciones, administrando por la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani, por cuenta del señor Luis Eduardo Echeverry Arias. 

En consecuencia, como la demanda se presentó el 15 de abril de 2015 y se alega una prescripción extraordinaria, de acuerdo con el artículo 1º de la ley 791 de 2002, le correspondía a la actora demostrar una posesión material durante diez años, es decir, que la venía ejerciendo por lo menos desde el 14 de abril de 2005.

Empero, no obra en el proceso prueba alguna de la que pueda deducirse con absoluta certeza que para esa fecha había transformado su calidad de tenedora en poseedora, pues los documentos que aportó para acreditar esa última calidad, datan, la mayoría, de fechas posteriores.”

(…)

“A excepción de su hijo Juan Pablo Ospina, los declarantes oídos en el curso del proceso a instancias de la actora, desconocen la forma como ella entró a ocupar el inmueble objeto de la acción y de los dichos de todos ellos, tampoco puede deducirse con toda seguridad que con posterioridad al mes de marzo de 2005, la citada señora haya dejado de actuar como tenedora para convertirse en poseedora, pues la mayoría la califican como tal por la mera circunstancia de ocupar el inmueble y haber realizado algunos arreglos en la vivienda, actos estos de naturaleza equívoca en razón a que tales facultades las ejerce tanto el tenedor como el poseedor.”

(…)

“Puede entonces afirmarse que la última no acreditó que para el 14 de abril de 2005 haya transformado la tenencia precaria en posesión material y en consecuencia, por lo menos para aquel año, no desvirtuó la presunción de tenedor que consagra el inciso 2º del artículo 780 ya citado. Que lo haya hecho con posterioridad a tal año no será objeto de análisis en esta providencia, porque para adquirir por prescripción extraordinaria, tenía la carga de demostrar que posee desde aquella fecha; otra posterior no resulta suficiente para tal fin.

Y es que debe insistirse que ese cambio de posición debe demostrarse con actos que lo revelen sin duda alguna. Es decir, que cuando se alega posesión material, la que ha estado precedida de una mera tenencia, la prueba sobre la modificación producida respecto de la calidad con la que se detentaba el bien, debe aparecer fehacientemente probada y en este caso, no hay cómo inferir no solo la época, sino las razones por las cuales dejó de desconocer el derecho de dominio en las propietarias inscritas. Es decir, no acreditó que se hubiese producido la interversión del título de tenedora en poseedora.

En esas condiciones, ante la falta de uno de los elementos para que se pueda considerar a la actora poseedora del inmueble objeto de la controversia, como lo concluyó la funcionaria de primera instancia, sus pretensiones estaban llamadas a fracasar.”

Citación jurisprudencial: CSJ. Civil. Sentencia de 29 de abril de 2014, expediente 00771, reiterando fallos de 24 de junio de 2005 (expediente 0927) y de 20 de marzo de 2013 (expediente 00037). / Sala de Casación Civil, sentencia del 16 de diciembre de 2014, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, expediente 66001-31-03-005-2005-00037-01 
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, diciembre diecinueve (19) de dos mil dieciséis (2016)
Acta No. 601 del 19 de diciembre de 2016
Expediente 66001-31-03-003-2015-00163-01
Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 26 de noviembre de 2015, en el proceso ordinario de pertenencia que instauró la señora Alid Miryam Ospina Castaño contra Maritza Alvarado Cañizales, Mariana y Valeria Echeverry Alvarado y demás personas indeterminadas.
I
ANTECEDENTES

1. Solicita la demandante se declare que adquirió por prescripción extraordinaria de dominio, el inmueble con matrícula inmobiliaria No.  290-50400 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira; se ordene la cancelación de la inscripción como propietarias de las demandadas; se inscriba como tal a la actora y se condene en costas a la parte demandada.
2. Como fundamento de esas pretensiones, relató la apoderada de la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

2.1 La señora Alid Miryam Ospina Castaño llegó a habitar el inmueble objeto de la acción, ubicado en la urbanización Las Gaviotas, calle 20A No. 28B-51, manzana A, casa 3 de esta ciudad, el que describe por sus linderos, el 1º de diciembre de 2001, en razón a que el señor Luis Eduardo Echeverry Arias, su compañero sentimental, le informó que podía trasladarse, habitarlo y cuidarlo. Así lo hizo junto con sus hijos Juan Pablo Ospina, Valentina y Luisa María Jiménez Ospina.
2.2 El señor Luis Eduardo Echeverry Arias, en la fecha que hizo entrega a la demandante de la posesión del inmueble, le informó que la persona encargada de los acontecimientos que se pudieran presentar con ese bien, así como los gastos relacionados con el impuesto predial, iban a ser asumidos por la señora Carmen Cilia Villegas Arcani.
2.3 La actora no ha cancelado suma alguna a las demandadas, a quienes no conoce, como contraprestación por habitar en el inmueble; tampoco a favor de Carmen Cilia Villegas Arcani; esta pagó el valor del impuesto predial, autorizada por el señor Luis Eduardo Echeverry, durante los años 2002 y 2003 y desde entonces no volvió a comunicarse con la demandante, ni regresó a verificar el estado del bien.
2.4 A partir de 2003, la demandante ha cancelado el valor del impuesto predial; el 9 de junio de ese año, solicitó la instalación del gas domiciliario; luego tuvo que suspender el servicio por situaciones económicas, pero cancelada la deuda, se le reconectó;  instaló nuevo medidor de energía el 28 de octubre de 2011; el 9 de abril de 2012 solicitó revisar las instalaciones del gas domiciliario, el alargue y reubicación de tubería; firmó pagaré  a la empresa Efigas SA EPS para garantizar el pago de ese servicio; ha realizado mejoras locativas al inmueble y es conocida como propietaria por las personas que enlista.
2.5 Ha ejercido la posesión durante trece años, de manera libre, sin clandestinidad, en forma pacífica e ininterrumpida.
3. Por auto del 17 de abril de 2015 se admitió la demanda; se ordenó emplazar a las demandadas y a las demás personas indeterminadas que se consideraran con derecho sobre el inmueble objeto de las pretensiones e inscribirla en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble objeto de usucapión.
4.- Realizadas los emplazamientos ordenados sin que persona alguna hubiese comparecido al proceso, se nombró una curadora ad-litem para que los representara. Esta, de manera oportuna dio respuesta al libelo y manifestó, en cuanto a las pretensiones, atenerse a lo que resulte probado, sin oponerse.

5. Posteriormente se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que solo aprovechó la parte demandante.

II
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 26 de noviembre de 2015. En ella decidió la funcionaria de primera sede negar las pretensiones de la demanda y levantó la medida previa decretada. 
Para decidir así, consideró que las pruebas recogidas de oficio demuestran que la demandante, cuando entró a ocupar el inmueble, firmó un contrato de arrendamiento; luego, uno de obra a nombre de la señora Maritza Alvarado Cañizales, su propietaria y que fueron la administradora del bien, la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani y el señor Luis Eduardo Echverry Arias, quienes pagaron el impuesto predial desde 2003 hasta 2005; el último cancelaba además el arrendamiento por la vivienda que ocupaba la actora, madre de su hijo, a su esposa, la citada Maritza, sin que en esas condiciones haya certeza de que sea poseedora, calificación esta que le dieron varios testigos.
Luego se refiere a las diferencias entre la posesión y la mera tenencia, para concluir que no es posible acceder a las pretensiones de la demanda y que aceptando en gracia de discusión que posee desde 2006, cuando empezó a pagar el predial, como la demanda se presentó en 2003, “no han trascurrido 10 años.” 

III
APELACIÓN

Impugnó el fallo la apoderada de la parte actora. Para sustentar el recurso, en esta sede alegó que no fueron las actuales propietarias del inmueble las que autorizaron a la señora Ospina Castaño vivir en el inmueble objeto de la acción; a esas personas ni siquiera las conoce y se han despreocupado por recuperar la posesión; el señor Luis Eduardo Echeverry Arias la autorizó vivir allí por el resto de su vida, en razón a que era el padre de su hijo Juan Pablo, a quien dejó de reconocer y porque en dieciséis años no se preocupó por apoyarlo; repite algunos de los hechos de la demanda y afirma que de acuerdo con el testimonio del citado Echeverry Arias, fue este quien pagó el arrendamiento, mas no la accionante, quien desconocía aquella situación y consideró que recibía la casa como forma de reivindicarse quien se la entregó por el tiempo que dejó de responder por su hijo.
Aduce que las pruebas recogidas no acreditan el pago de canon de arrendamiento alguno por parte de Luis Eduardo y las manifestaciones en tal sentido se lanzaron con la intención de hacer creer al juzgado “que existiera algún reconocimiento por parte de mi mandante de la existencia de las propietarias del inmueble”, a quienes, repite, no conoce. Luego se refiere al testimonio de la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani, quien aportó pruebas al proceso, entre ellas un contrato de arrendamiento que con ella suscribió, el que no tiene validez, “siguiendo los postulados normativos que regulan ese tipo de acuerdos contractuales”, porque dijo ella que en ningún momento la actora le canceló el canon y que era el deseo de Luis Eduardo el conceder un derecho de habitación simplemente; tampoco recibió la renta señora Emperatriz Canizalez, quien le recibió la administración a la referida abogada.
Después de definir el contrato de arrendamiento, afirma que el que se aportó al proceso no ostenta esa calidad porque la actora nunca pagó el valor de la renta; se ordenó hacerlo por el señor Luis Eduardo Echeverry Arias, mas no por las propietarias del inmueble; fue el mismo señor quien contrató a la abogada para que administrara el bien y que como existe evidentemente error en el consentimiento, el contrato de arrendamiento carece de validez, aspecto sobre el que no se pronunció la funcionaria de primera instancia.
Hace su propia valoración probatoria de algunos de los testimonios oídos en el proceso; afirma que la jueza de primer grado no analizó los documentos aportados y desconoció el artículo 187 del Código de Procedimiento Civil; tampoco valoró sus alegatos y considera que le faltó motivación al fallo.
Se refiere luego a los elementos de la posesión, transcribe jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sobre la interversión del título de tenedor en poseedor y concluye que de considerarse válido el contrato de arrendamiento tantas veces mencionado, esa interversión surte sus efectos desde el 9 de junio de 2003, cuando la actora solicitó la instalación del gas domiciliario a la empresa Gas del Risaralda S.A., con el fin de mejorar sus condiciones de habitación. Insiste en ser poseedora de buena fe y haber ejercido tal derecho por más de diez años, sin que las propietarias inscritas le hayan solicitado se los restituya, ni cancelado el impuesto predial; tampoco han realizado mejoras al inmueble.
Solicita se revoque el fallo impugnado y se acceda a las pretensiones.

IV
CONSIDERACIONES 

1. Para definir la cuestión se aplicarán, en materia procesal, las normas del Código de Procedimiento Civil, vigentes para la fecha en que se interpuso el recurso que ahora se decide, de acuerdo con los artículos 624 y 625, numeral 5º del Código General del Proceso.

2. No se observa la existencia de causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado y se hallan satisfechos los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo.

3. La demandante está legitimada en la causa al aducir su calidad de poseedora del inmueble objeto de pertenencia; también lo están las demandadas, propietarias inscritas del mismo.

4. En el presente caso, tal como se infiere del petitum de la demanda como de la causa petendi en ella invocada, ejerce el actor la acción de declaración de pertenencia o petitoria de dominio, que consagra el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil.

5. Corresponde a la Sala determinar si se cumplen o no los presupuestos legales para considerar que la demandante adquirió  por prescripción extraordinaria de dominio el inmueble a que se refiere la demanda.

6. De acuerdo con el último artículo citado y los preceptos que en el Código Civil regulan la prescripción adquisitiva de dominio, se requiere para la prosperidad de esa acción, la confluencia de los siguientes tres presupuestos: a) que verse sobre una cosa prescriptible legalmente; b) que sobre dicho bien se ejerza por quien pretende haber adquirido su dominio una posesión pacífica, pública e ininterrumpida y c) que dicha posesión se haya prolongado durante el tiempo previsto por el legislador.

6.1 El primero de tales requisitos se encuentra satisfecho en razón a que se alega la posesión sobre un inmueble, cuyo dominio constituye un derecho de naturaleza patrimonial y por ende, susceptible de adquirirse por usucapión.

6.2 En relación con los otros dos, la demandante alegó haber ganado la propiedad por prescripción extraordinaria, pero no demostró que hubiese poseído en forma inequívoca, pública y pacífica, sin reconocer dominio ajeno por el mínimo de tiempo exigido para ese fin.

El artículo 762 del Código Civil define la posesión como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.

Del contenido de tal disposición se desprende que son elementos esenciales de la posesión el corpus y el animus. El primero ha sido considerado el elemento material y que se traduce en el poder de hecho del hombre sobre la cosa. El segundo es elemento subjetivo, el comportarse como señor y dueño.

6.3 En el escrito con el que se promovió la acción afirmó la demandante que es poseedora del inmueble objeto de la acción desde el mes de diciembre de 2001, al que ingresó autorizada por el señor Luis Eduardo Echeverry, su compañero sentimental y para probar ese hecho, a instancias suyas, se escucharon una serie de testimonios, a los que más adelante se hará mención.
De manera oficiosa fueron escuchadas las personas cuyos testimonios a continuación se resumen:

Carmen Cilia Villegas Arcani contó que fue abogada del señor Luis Eduardo Echeverry Arias, quien vivía en Estados Unidos; tenía varias propiedades en Pereira y en el Valle con su hijo Alejandro Echeverry; en un momento determinado las traspasó a este último, para que este hiciera lo mismo en relación con su esposa o compañera Maritza Alvarado Cañizales y sus hijas Valeria y Mariana, menores de edad para entonces; así procedió y quedaron las últimas propietarias, entre otras, del inmueble ubicado en la urbanización Las Gaviotas; en ese momento suscribió con Maritza Alvarado un contrato de administración sobre todos los inmuebles que incluía arrendarlos, percibir cánones, hacer reparaciones, pagar impuestos, cuotas de administración etc., lo que acaeció en agosto de 2001; a pesar de que los bienes aparecían a nombre de la citada señora y de sus hijas, quien tomaba las decisiones era Luis Eduardo. Este dispuso que le entregara la casa de Las Gaviotas a la señora Alid Miryam Ospina Castaño, madre de un hijo extramatrimonial suyo, de nombre Pablo Ospina; su deseo era que tuvieran donde vivir, pero le ordenó hacerle un contrato de arrendamiento, a lo que procedió el 1º de diciembre de 2001; considera que no fue la intención del citado señor despojarse de la posesión, porque avanzado ese mismo mes, le ordenó hacer algunas mejoras a la casa y pagó impuestos durante algún tiempo; en 2002 o 2003 entregó la administración  a la señora Emperatriz Cañizales de Alvarado, madre de la propietaria. Enterada de la existencia de este proceso, buscó entre sus archivos y obtuvo algunos documentos que aportó al acto, entre ellos copia del contrato de arrendamiento a que alude y que le envió la citada Emperatriz; mandó mensajes a las demandadas por facebook “quienes me desviaron hacia don Luis Eduardo”, quien actualmente vive en esta ciudad; este le dijo que las propietarias no habían entregado la posesión porque existía un contrato de arrendamiento; no recuerda que la demandante haya cancelado el canon de arrendamiento, aunque cree que no,  pues era el deseo de Luis Eduardo “conceder un derecho como de habitación simplemente; el mismo señor compró el ajuar de una casa y ella se encargó de entregárselo a la demandante y a su hijo, o sea que lo que don Luis Eduardo quería era que el menor tuviera una vivienda y las comodidades de los enseres”; el mismo señor tuvo la intención entregar la mera tenencia a la demandante y por ello, le pidió que elaborara el aludido contrato de arrendamiento. Luego dijo que administró el bien hasta noviembre de 2005, una vez vista el acta de entrega a Emperatriz Canizales; Adalid fue en varias oportunidades, no recuerda durante cuánto tiempo, a dejarle los recibos de predial, que cancelaba con la renta que producían los demás inmuebles que administraba o con giros que le hacía Luis Eduardo
.
La deponente aportó en ese mismo acto: a) copia inauténtica de la escritura pública por medio de la cual las demandadas adquirieron el dominio del inmueble en disputa
; b) escrito del 31 de agosto de 2001, por medio del cual la señora Maritza Alvarado Canizales, en su propio nombre y como representante de las menores Valeria y Marianna Echeverry Alvarado, autoriza a la señora Carmen Cilia Villegas Arcani para administrar varios inmuebles, entre ellos aquel a que se refiere este proceso
; c) contrato de obra sin firmas
; d) copia auténtica del contrato de arrendamiento que suscribió con la aquí demandante, respecto del inmueble  de que se trata, el 22 de noviembre de 2001, con vigencia a partir del 1º de diciembre del mismo año, en el que se indica que es de propiedad de las aquí demandadas
; e) copia al carbón de un documento, de fecha 4 de noviembre de 2005, por medio del cual la señora Emperatriz Cañizales de Alvarado recibe a la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani, autorizada por Maritza Alvarado, los documentos que acreditan el pago de algunas facturas que hizo la citada profesional como administradora de varios inmuebles, incluido una casa en la urbanización Gaviotas, hasta el mes de agosto del mismo año, el contrato de arrendamiento antes referido y facturas de algunos muebles entregados a Juan Pablo Ospina
 y f) la transcripción de un correo electrónico que le remitió Hernan (sic) Restrepo, en el que le informa que se deben 7 trimestres de impuesto predial a diciembre de 2014 e ignora si a la fecha, el 20 de septiembre de 2015, la señora Adalid está a paz y salvo
.
Emperatriz Canizales de Alvarado, madre y nieta de las demandadas, dijo no saber nada en relación con este proceso; no conoce el inmueble de la urbanización Gaviotas luego de que le recibiera la administración a la abogada Carmen Cilia Villegas; la casa aparece a nombre de su hija y de sus nietas, porque Luis Eduardo hizo el cambio de las escrituras; no sabe si las propietarias le han reclamado el inmueble a la demandante; la citada profesional le entregó una serie de documentos, “y eso lo toqué una vez” porque su hija Maritza la llamó para que mirará si entre ellos había un contrato de arrendamiento con la señora Miryam; lo buscó y lo encontró; nunca canceló el predial por ese inmueble; tampoco sabe si lo han hecho las demandadas
.
Luis Eduardo Echeverry Arias, padre de las codemandadas Marianna y Valeria Echeverry Alvarado, expresó que en el año 2001 vivía en Estados Unidos y se enteró que la demandante tenía un hijo suyo, fruto de una relación de noviazgo; ella le pidió ayuda y le pareció prudente conseguir una casa para que en ella vivieran; “se consiguió una casa por contrato en el barrio Las Gaviotas y se le entregó reparada, pintada, habitable”, amoblada con televisor, sonido y nevera; el predial lo pagaba la señora Carmen Cilia con dinero que él enviaba. Aportó una serie de documentos y entre ellos unos recibos a los que se refiere como pago de “mesadas”, sin que aparezcan más porque Miryam y el joven estaban obligados a ir donde la abogada Carmen Cilia “a firmar, para tener pruebas de que le estaba mandando voluntariamente un dinerito para que el sobreviva, por qué no aparecen más recibos, porque el costo de la renta de la casa se incrementa anualmente y la señora Alyd Miryam que se sentía muy humillada al ir con el hijo a una oficina a firmar, entonces acordamos a que esas mesadas se pagaban en el ajuste de la renta o en el arrendamiento de la casa hasta hace un año que yo vine que ya cambió mi economía y no puede volver a pagar la renta, entonces la dueña está reclamando la casa”.
Explicó que la referida profesional administró hasta 2005; de ahí en adelante aparecieron la madre de Maritza y Ricardo Alvarado Canizales a hacerse cargo de la administración y de los pagos, autorizados por Maritza, la dueña de la propiedad; a esta le pagaba la renta de la casa de Gaviotas, en Estados Unidos, porque ambos vivían allá y así lo hacía, aunque el contrato lo firmó la demandante, por voluntad, por ganas de ayudar, por el compromiso ante el nacimiento de Juan Pablo; la renta la canceló hasta 2014; hace más de catorce o quince años no sabe nada de la actora ni de su hijo; puede ser verdad que le haya expresado a la primera su deseo de reivindicarse “con la vida y que le iba a dar esa casa para que viviera con su hijo hasta que ella se muriera”, pero también hay que responder por una renta y no puede regalar algo que no puede pagar; el predial se canceló hasta 2005 y luego, lo que hacía la doctora Carmen Cilia, lo empezaron a hacer Emperatriz Canizales o Ricardo Alvarado; nunca se ha molestado a la demandante, pero es que como hace tanto tiempo ha vivido allá, actúa como dueña; no tiene prueba sobre los dineros que entregaba a Maritza por el arrendamiento de la casa, el que le entregaba de manera personal; llegó aproximadamente en junio de 2013 a Colombia y desde entonces no paga la renta, se desentendió de eso; ignora si la accionante ha pagado el impuesto predial; ella sabía que él cancelaba el arrendamiento a Maritza; era él quien enviaba el dinero para pagar el impuesto predial y lo hizo a Carmen Cilia, a Ricardo Alvarado Canizales y a otro sobrino de nombre Robinson Arias Reyes. Al preguntársele porque lo cancelaba él, si la casa era de Maritza, dijo que esos eran arreglos entre ellos dos y que algunas veces se pagaba con el canon; también fue con su dinero que la doctora Carmen Cilia pagó los arreglos a la casa en la época en que se entregó a la demandante; no comunicó a la demandante que había dejado de pagar la renta desde junio de 2013 porque nunca ha tenido una relación estable con ella y todo lo ha hecho por buena voluntad; fue él quien contrató a la abogada ya citada para que administrara la casa de Gaviotas, le enviaba dineros para hacer otros pagos y le cancelaba los honorarios. Al preguntársele por qué lo hacía sino era el propietario, dijo que era un acuerdo que tenía con la señora Alvarado, “que yo completamente me encargara de eso y eso es lo que he hecho  hasta hace dos años, hasta el año 2013”; son las demandadas las dueñas del inmueble porque en vida decidió entregárselos y pagó los aportes, los impuestos y “la escrituración de toda la documentación”; avisó a Maritza sobre la existencia del proceso y esta le dijo que ella se encargaba
.

El declarante allegó los siguientes documentos: a) copia informal del contrato de arrendamiento que también aportó la testigo Villegas Arcani
; b) contrato de obra suscrito por la demandante, en nombre y representación de la señora Maritza Alvarado, con el señor Gildardo Vanegas Vanegas, para hacer algunas reparaciones en el inmueble objeto de la demanda
; c) factura de venta de una nevera adquirida por el señor Luis Echeverry el 9 de enero de 2002
; d) copia de la remisión que hizo el mismo señor a Juan Pablo Ospina, de un mini componente, el 1º de abril de 2001
; e) recibos que firmaron la demandante y Juan Pablo Ospina, sobre el pago “de mesadas”, entregados por la señora Carmen Cilia Villegas Arcani
; f) recibos sobre pagos de impuesto predial del inmueble de que se trata, realizados el 22 de abril de 2002 y el 4 de marzo de 2005
; g) relación de las cuentas que presentó la abogada Villegas Arcani respecto de los inmuebles que administraba, hasta el 15 de junio de 2005
 y h) el mismo documento que aportó la citada abogada sobre la entrega que hizo a la señora Emperatriz Cañizales de Alvarado, el 4 de noviembre de 2005
.
De manera también oficiosa se escuchó en interrogatorio a la actora, quien reconoció la firma que aparece en el contrato de arrendamiento que suscribió con la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani, a quien durante dos años le llevó los recibos de predial, como administradora de los bienes del señor Luis Eduardo Echeverry. Dijo además que no conoce a las demandadas y que cuando el citado Luis Eduardo le entregó las llaves de la casa le dijo que quería reivindicarse con la vida y le iba a dar a esa casa para que viviera con su hijo hasta cuando muriera; en relación con el documento que da cuenta de un contrato de obra que suscribió con el señor Gildardo Vanegas Vanegas, en representación de Maritza Alvarado, dijo que Luis Eduardo no mandó a hacer todos los trabajos que allí se mencionan, no recuerda si ella lo firmó, tampoco si le mandó la plata a ella o fue la abogada Carmen Cilia; el mismo señor la autorizó ir por algunos electrodomésticos a una casa en el barrio Alfonso López y le mandó a su hijo, desde los Estados Unidos, un equipo de sonido; llevaba los recibos del predial a la abogada, porque Luis Eduardo le dijo que le ayudaría durante  dos años con su pago y lo hizo durante 2002 y 2003; luego le dijo que se continuara entendiendo con eso; ella canceló los que corresponden a 2004 y 2005, sin que tenga los recibos porque cada año los bota
.
6.4 De acuerdo con los testimonios de la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani y del señor Luis Eduardo Echeverry Arias, la demandante entró a ocupar el inmueble objeto de usucapión, autorizada por el último, a título de mera tenencia, pues no fue la intención del citado señor  entregarle la posesión, sino facilitarle una habitación a la madre de su hijo. Así lo dijeron ambos en las declaraciones rendidas, de las que además surge que la primera estaba encargada de administrar al segundo algunos bienes, entre ellos aquel de que trata la demanda. En tal calidad, le pidió elaborar un contrato de arrendamiento, el que efectivamente suscribió la actora como arrendataria de la citada abogada.

Ese contrato, empero, fue mera ficción porque ni la mencionada profesional actuó como arrendadora, ni la demandante como arrendataria, pues como lo dijo aquella, esta no le canceló el valor de la renta y de acuerdo con las expresiones de Luis Eduardo Echeverry, era él quien la pagaba, pero a la señora Maritza Alvarado.

A pesar de ello, de las manifestaciones de la actora puede deducirse con certeza que cuando llegó a ocupar el inmueble no actuaba con ánimo de señora y dueña y por ende, que reconocía esas condiciones en otra persona, concretamente en las demandadas, teniendo en cuenta que en el supuesto contrato de arrendamiento que suscribió con la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani se expresó que eran ellas las propietarias del inmueble que constituye su objeto y lo mismo se plasmó en el contrato de obra civil que suscribió en nombre y representación de la señora Maritza Alvarado Cañizales, documentos estos a los que se otorga mérito demostrativo de a acuerdo con el numeral 3º del artículo 252 del Código de Procedimiento Civil, en razón a que la actora no los tachó de falsos.
Con independencia de la veracidad sobre la calidad con que dijo en tales contratos actuaba, lo cierto es que la actora aceptó las condiciones que para ocupar el inmueble le impuso el señor Luis Eduardo Echeverry Arias y la circunstancia de haberlos suscrito permite inferir que reconocía dominio ajeno, pues de acuerdo con las reglas de la experiencia, una persona que realmente se considera propietaria y que pretende revelar a los demás su condición de tal, no procedería en tal forma. 

Igual conclusión puede hallarse en el hecho de que recién llegó a ocupar el inmueble, algunas reparaciones se le hicieron por orden de Luis Eduardo Echeverry Arias, hecho que aceptó la demandante en el interrogatorio que rindió.

También porque no era ella quien asumía el pago del impuesto predial de la vivienda, lo hacía la misma abogada Villegas Arcani, con los dineros que producían los demás inmuebles que administraba a Luis Eduardo Echeverry y a las demandadas y con aquellos que desde el exterior le enviaba el primero, tal como lo expresaron en sus versiones los citados señores y porque la actora no acreditó que hubiese asumido ese pago, desde el año 2004, como lo dijo en el interrogatorio que absolvió.
La cancelación de ese impuesto la hizo el señor Echeverry Arias por medio de la abogada Villegas Arcani, por lo menos hasta el 4 de marzo de 2005, teniendo en cuenta que el recibo de pago efectuado en esa fecha lo aportó el primero y aparece incluido en la relación que sobre la administración de ese bien, entre otros, hizo la abogada Villegas Arcani, quien la tuvo hasta cuando se la entregó a la madre de Maritza Alvarado, señora Emperatriz Cañizales de Alvarado, el 4 de noviembre de 2005.
6.5 De acuerdo con el artículo el 780 del Código Civil, si se ha empezado a poseer a nombre propio, se presume que esa posesión ha continuado hasta el momento en que se alega; si se ha poseído a nombre ajeno, se presume igualmente la continuación del mismo orden de cosas y si alguien prueba haber poseído anteriormente y posee actualmente, se presume la posesión en el término intermedio.

En el caso bajo estudio, considera la Sala, está demostrado que la señora Alid Miryam mutó su calidad de tenedora precaria en la de poseedora material, pues en los últimos años se ha encargado de cancelar el impuesto predial; a nadie rinde cuentas del manejo que da al bien; la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani no lo administra por cuenta de Luis Eduardo Echeverry Arias, quien la autorizó ingresar al inmueble y aquella entregó la administración a Emperatriz Canizales de Alvarado, madre y abuela de las demandadas, en noviembre de 2005, quien jamás se ha entendido con el inmueble en cuestión, del que nada sabe. Es decir, desaparecieron las circunstancias que, a juicio de la Sala, permitieron inferir que la actora reconocía dominio ajeno para la fecha en que ingresó al inmueble, el 1º de diciembre de 2001.
Empero, es menester establecer la fecha en que tal hecho se produjo, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que al respecto enseña:
´

“Siendo la propiedad tan trascedente, toda mutación en la titularidad, y con mayor razón, cuando se edifica a partir de la posesión material, hecho que forja y penetra como derecho, apareja comprobar certera y límpidamente la concurrencia de los elementos axiológicos que la componen. De ahí, toda fluctuación o equivocidad, toda incertidumbre o vacilación en los medios de convicción para demostrarla, torna deleznable su declaración…
Si la posesión material, por lo tanto, es equívoca o ambigua, no puede fundar una declaración de pertenencia, con las consecuencias que semejante decisión comporta. Lo contrario llevaría a admitir que el ordenamiento jurídico permite alterar el derecho de dominio, así respecto de la relación posesoria medie cierta dosis de incertidumbre.


4.3. En ese orden, para hablar de desposesión del dueño y privación de su derecho, el contacto material de la cosa con quien pretende serlo, aduciendo real o presuntamente “animus domini rem sibi habendi”
 requiere que sea cierto y claro, mayormente, si precede de un título precario, porque desde el punto de vista extrínseco, tanto el poseedor como el tenedor revelan sobre el bien un poder efectivo. La diferencia la hace, en palabras de esta Sala: 

“(…) [el] frontal desconocimiento del derecho del dueño, mediante la realización de actos de explotación que ciertamente sean indicativos de tener la cosa para sí, o sea, sin reconocer dominio ajeno. En esta hipótesis, los actos de desconocimiento ejecutados por el original tenedor que ha transformado su título precario en poseedor, han de ser, como lo tiene sentado la doctrina, que contradigan, de manera abierta, franca e inequívoca, el derecho de dominio que sobre la cosa tenga o pueda tener el contendiente opositor, máxime que no se puede subestimar, que de conformidad con los artículos 777 y 780 del Código Civil, la existencia inicial de un título de mera tenencia considera que el tenedor ha seguido detentando la cosa en la misma forma precaria con que se inició en ella
” 
La interversión del estatus jurídico, en consecuencia, necesita reflejarse en hechos de abierto rechazo al verdadero propietario. El tenedor debe abrogarse el señorío del cual carece y pasar a una actitud de total rebeldía contra el verus domini, en adelante como auténtico dueño, mediante el ejercicio de actos positivos propios del domino (artículo 981 del Código Civil), desconociendo y disputando el derecho frente a quien autorizó la tenencia. 
…
4.5.2. Desde luego, la mutación debe ser inequívoca, porque de otra manera no puede inferirse el ánimus domini de quien procura detentar la cosa para sí, y no en nombre de otro, pues como la misma Corte lo tiene sentado: “(…) el que los testigos hubiesen calificado y tenido los actos del detentador como de posesión, es cuestión francamente irrelevante mientras éste, insístese, no hubiere intervertido su calidad de tenedor en la de poseedor, y, por supuesto, demostrada tal circunstancia (…)” ( sentencia 016 de 22 de febrero de 2000)...”
 

Teniendo en cuenta el análisis probatorio que hasta ahora se ha hecho, la posesión alegada por la actora no puede contarse desde cuando ingresó al inmueble, en diciembre de 2001, porque como ya se expresara, lo hizo como mera tenedora y así actuaba todavía en el año 2005, porque en marzo de ese año el predio continuaba en las mismas condiciones, administrando por la abogada Carmen Cilia Villegas Arcani, por cuenta del señor Luis Eduardo Echeverry Arias. 
En consecuencia, como la demanda se presentó el 15 de abril de 2015
 y se alega una prescripción extraordinaria, de acuerdo con el artículo 1º de la ley 791 de 2002, le correspondía a la actora demostrar una posesión material durante diez años, es decir, que la venía ejerciendo por lo menos desde el 14 de abril de 2005.

Empero, no obra en el proceso prueba alguna de la que pueda deducirse con absoluta certeza que para esa fecha había transformado su calidad de tenedora en poseedora, pues los documentos que aportó para acreditar esa última calidad, datan, la mayoría, de fechas posteriores. 
En efecto: a) la certificación expedida por la subsecretaria de Asuntos Tributarios de la Alcaldía Municipal
, da cuenta de los pagos sobre impuesto predial desde el año 2008 al 2014. Tal documento, de todos modos, no indica la persona que los realizó; b) los recibos sobre pago de ese impuesto, acreditan los que se realizaron en los años 2009 y 2015
; el que corresponde al año 2011 no tiene constancia sobre su cancelación
; c) el acta de revisión periódica de instalaciones internas para suministro de gas en edificaciones residenciales y comerciales que hizo la empresa Efigas SA ESP en el año 2012, sin fecha, menciona que la última revisión se hizo el 25 de junio de 2008
;  d) la orden de trabajo de la misma empresa, por concepto de trabajos varios se elaboró el 9 de abril de 2012
; e) el 12 del mismo mes tiene la orden de trabajo a contratistas de la referida  empresa, que carece de firma alguna
; e) las actas de inspección realizados por la empresa Construcert a las instalaciones de gas, fueron realizadas los días 3 de mayo y 10 de agosto de 2012
; f) el pagaré en blanco que aceptó la demandante a la orden de Efigas SA ESP y la carta de instrucciones, se suscribieron el 28 de abril de 2012
; g) las facturas sobre pago de servicios públicos de gas, energía, acueducto y alcantarillado son todos posteriores al año 2011
; h) las facturas sobre compras de artículos varios en la ferretería San Luis y el pago de la mano de obra a Fabián Andrés Varbas Henao tienen fecha del año 2015 y se ignora qué relación tienen con el inmueble pretendido en usucapión
.
Y aunque tiene fecha del 14 de octubre de 2004 el documento sobre reconocimiento de una deuda que hizo la demandante a la empresa Gas del Risaralda SA ESP por consumo, conexiones y demás conceptos, en el que se señala como dirección aquella que corresponde al inmueble objeto de este proceso
, la suscribe solo la aquí demandante. 
Además, el hecho a que hace referencia ese documento es de naturaleza equívoca, porque de acuerdo con las reglas de la experiencia, es la persona que ocupe un inmueble, como tenedor, poseedor o propietario, el responsable de cancelar el valor de los servicios públicos, de manera que el hecho a que se refiere ese documento, de manera aislada, no resulta suficiente para considerar demostrado que para aquella fecha se había producido la interversión del título de tenedora en poseedora, máxime, cuando de acuerdo con el análisis probatorio que se hizo en otro aparte de esa providencia, para entonces reconocía dominio ajeno.
Las declaraciones rendidas de manera extraprocesal por los señores Yimmy Alfredo Riascos Espinosa y Ricardo Orrego Fernández
, carecen de valor demostrativo porque no se practicaron con citación de la parte frente a la que se aducen, tal como lo manda el artículo 298 del Código de Procedimiento Civil.

A excepción de su hijo Juan Pablo Ospina, los declarantes oídos en el curso del proceso a instancias de la actora, desconocen la forma como ella entró a ocupar el inmueble objeto de la acción y de los dichos de todos ellos, tampoco puede deducirse con toda seguridad que con posterioridad al mes de marzo de 2005, la citada señora haya dejado de actuar como tenedora para convertirse en poseedora, pues la mayoría la califican como tal por la mera circunstancia de ocupar el inmueble y haber realizado algunos arreglos en la vivienda, actos estos de naturaleza equívoca en razón a que tales facultades las ejerce tanto el tenedor como el poseedor.

Además, de acuerdo con la última jurisprudencia citada, era menester acreditar, fuera de toda duda, que la demandante se reveló contra las propietarias y les desconoció su carácter de tales, hecho del que no dieron cuenta los deponentes. 
En efecto, a) el señor Yimmy Alfredo Riascos Espinosa desconoce la calidad en la que ocupa la actora el inmueble y sabe que son ella y su hijo Juan Pablo Ospina quienes pagan los servicios públicos y el impuesto predial, porque ellos mismos se lo han informado
; b)  Sebastián Sanmiguel López asume que el inmueble es de propiedad de la actora porque en él vive hace más de diez años y es lo usual que durante esos períodos de tiempo, los ocupe el propietario
; c) Juan Pablo Ospina, hijo de la demandante, relató la forma cómo llegaron a ocupar el inmueble, por autorización de  su padre el señor Luis Eduardo Echeverry, pero tampoco expuso  hecho alguno del que pueda inferirse que para el año 2005, la actora haya dejado de actuar como tenedora para convertirse en poseedora
; d) Ricardo Orrego Fernández dijo que es Miryam la propietaria de la vivienda porque le arrendó una habitación hace como cinco años, declaró en setiembre de 2015, es decir, con posterioridad al año 2005, y aunque dijo que en los últimos diez años instalaron la tubería del gas, pintaron la parte alta, hicieron instalaciones para televisión e internet, en el lavaplatos una llave de ganso que él mismo compró y “una humedad”, no precisó las fechas en que tales arreglos se hicieron y tampoco relató hecho alguno del que pueda inferirse que transformó su título de tenedora
 y e) Edgardo Ruiz dice que es la actora la propietaria porque le ha hecho algunos arreglos al inmueble, entre ellas una fuga de agua en el segundo piso, que causaba humedad en el primero, la ha pintado, arreglado la cocina y hecho reparaciones eléctricas, pero no dijo las fechas en que tales hechos se produjeron. Además, afirmó que tal inmueble lo ocupaban “por parte de una herencia del papá de Juan Pablo Ospina” y en razón a que este, para cuando recibieron la casa, era menor y no tenía edad para quedar como dueño, tal como se lo contó la citada señora
, dichos de los cuales se deduce que en realidad desconoce la forma como ingresó la demandante a la vivienda.
7. Puede entonces afirmarse que la última no acreditó que para el 14 de abril de 2005 haya transformado la tenencia precaria en posesión material y en consecuencia, por lo menos para aquel año, no desvirtuó la presunción de tenedor que consagra el inciso 2º del artículo 780 ya citado. Que lo haya hecho con posterioridad a tal año no será objeto de análisis en esta providencia, porque para adquirir por prescripción extraordinaria, tenía la carga de demostrar que posee desde aquella fecha; otra posterior no resulta suficiente para tal fin.
Y es que debe insistirse que ese cambio de posición debe demostrarse con actos que lo revelen sin duda alguna. Es decir, que cuando se alega posesión material, la que ha estado precedida de una mera tenencia, la prueba sobre la modificación producida respecto de la calidad con la que se detentaba el bien, debe aparecer fehacientemente probada y en este caso, no hay cómo inferir no solo la época, sino las razones por las cuales dejó de desconocer el derecho de dominio en las propietarias inscritas. Es decir, no acreditó que se hubiese producido la interversión del título de tenedora en poseedora.
En esas condiciones, ante la falta de uno de los elementos para que se pueda considerar a la actora poseedora del inmueble objeto de la controversia, como lo concluyó la funcionaria de primera instancia, sus pretensiones estaban llamadas a fracasar.
8. Para la Sala no tienen acogida los argumentos de la recurrente por los que hasta aquí han traído la Sala. Además, porque el hecho de que no conozca a las demandadas, quienes tampoco fueron quienes la autorizaran vivir en el inmueble, no son razones suficientes para considerar que la actora actuaba como dueña; con ese ánimo no actuó, por lo menos hasta el mes de marzo de 2005.
Lo relacionado con la invalidez del contrato de arrendamiento que suscribió con la abogada Villegas Arcani, por ausencia de consentimiento, no fue asunto sometido a la decisión del juzgado y aunque como ya se dijera, aunque lo suscribió con esa profesional y ni la una actuó como arrendadora, ni la otra como arrendataria,  del hecho de haberlo firmado pudo deducir este tribunal que no actuaba para entonces como propietaria, pues cumplió así una regla que le impuso el señor Luis Eduardo Echeverry Arias para permitirle el ingreso al bien.
La falta de valoración probatoria de los documentos incorporados a la actuación, fue omisión que se suplió en esta sede, sin que ellos hubiesen resultado suficientes para demostrar la posesión extraordinaria alegada. 
La interversión del título de tenedora en poseedora no puede tenerse producida desde el 9 de junio de 2003, cuando la actora solicitó la instalación del gas domiciliario a la empresa Gas del Risaralda S.A., pues ese hecho no se probó en el plenario y por ende, tampoco merece análisis alguno. 
El hecho de que las demandadas hayan ejercido una actitud pasiva en relación con la ocupación que ha hecho la accionante de la vivienda, en modo alguno puede ser el sustento para revocar la sentencia, pues tal hecho carece de incidencia en este asunto, en el que correspondía a la demandante acreditar su posesión por más de diez años, para adquirir por prescripción. Idéntico comentario merece el hecho de que en la providencia de primera sede se haya dado por probado, sin estarlo, que el señor Luis Eduardo Echeverry Arias cancelaba la renta a la señora Maritza Alvarado Castañeda.

V    CONCLUSIONES Y DECISIÓN

Como la demandante no pudo acreditar que hubiese ejercido la posesión material del bien por más de diez años, término necesario para usucapir en forma extraordinaria, no está facultada para adquirir el inmueble a que se refieren sus pretensiones, por ese medio.

En esas condiciones, se confirmará la providencia impugnada, a pesar de que no contiene una suficiente valoración probatoria, ni motivación jurídica. 

La demandante será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia, sin que se fijen las agencias en derecho en esta providencia, en razón a que la mayoría de la Sala estima que debe aplicarse sobre tal aspecto el Código General del Proceso, que ya no manda proceder en tal forma.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1º.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 26 de noviembre de 2015, en el proceso ordinario de pertenencia que instauró la señora Alid Miryam Ospina Castaño contra Maritza Alvarado Cañizales, Marianna y Valeria Echeverry Alvarado y demás personas indeterminadas.

2º.- Costas en esta sede a cargo del impugnante, a favor de la demandada.
Notifíquese, 
Los Magistrados.



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




(Con salvamento parcial de voto)
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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